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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE NEIVA
                                                                       Palacio de Justicia – Sección Correspondencia

                                                                     Carrera 4 No. 12 – 37   Telefax: 8715917

Señor
SEBASTIAN VANEGAS CAMPOS 
Neiva

Despacho de Origen: JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE DE NEIVA.

Nº Radicación: 201600410
Naturaleza del Proceso: ACCIÓN DE TUTELA 
Accionante:    SEBASTIAN VANEGAS CAMPOS  
ACCIONADO:     UARIV
Le comunico que dentro del proceso de la referencia el 8 de noviembre de 2016 se profirió sentencia de tutela de primera instancia en la que se resolvió: 
“PRIMERO: DENEGAR la acción de tutela incoada por Sebastián Vanegas Campos, contra la Unidad Administrativa Especial  para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, conforme a las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia, en consecuencia NO SE CONCEDE el amparo solicitado.
SEGUNDO: EXHORTAR  a la Unidad Administrativa Especial  para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, que en el evento que se acredite que  el accionante  Sebastián Vanegas Campos se encuentre en  situación de  ser priorizado  de urgencia, se debe asignar un turno para la entrega de la indemnización administrativa a la mayor brevedad posible e informar a este Despacho sobre el trámite dado.
TERCERO: COMUNICAR Esta decisión a las partes en los términos del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: Si la presente decisión no fuere impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. (Art. 31 Decreto 2591). Una vez recibidas las presentes diligencias de la Corte Constitucional, archívense en forma inmediata.“
Se advierte que a partir del 3 día de la  a la publicación del presente aviso se entenderá surtida la notificación de la providencia referida.  
Anexo: 

- Copia de la sentencia del 8 de noviembre de 2016.

DIEGO FERNANDO CHÁVARRO CASTILLO

Secretario 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE NEIVA

Neiva, ocho (8) de noviembre  de dos mil dieciséis (2016).

R E F E R E N C I A

ACCIÓN

: CONSTITUCIONAL TUTELA

ACCIONANTE         
: SEBASTIÁN VANEGAS CAMPOS 

ACCIONADO                 : UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y   

                                          REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS 

PRVIDENCIA
: SENTENCIA PRIMERA INSTANCIA

RADICADO
         
: 4100133330012016 00410 00

SENTENCIA No. 028

I. ASUNTO.


El señor SEBASTIÁN VANEGAS CAMPOS promueve acción de tutela en contra de la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS-UARIV;  por considerar vulnerados sus derechos a “vivir libre de discriminación y violencia”, “vida digna”, “mínimo vital”, “integridad personal” y “derecho a la igualdad” en razón a que la entidad accionada no ha entregado la reparación administrativa por los hechos de desplazamiento forzado y daños de lesa humanidad que asegura padeció. 

Conforme lo expuesto, el actor solicita al juez de tutela: (…) me hagan entrega de la reparación por vía administrativa…”, así como garantizar y proteger los derechos fundamentales mencionados.

II. EPÍLOGO.

2.1. Presupuestos fácticos y de derecho: 

El señor SEBASTIÁN VANEGAS CAMPOS aduce que durante los hechos que generaron su desplazamiento forzado, fue víctima de actos de violencia en contra de la integridad de su familia;   así mismo menciona que  fue incluido hace tiempo  en el Registro único de víctimas.  
Señala  que radicó la documentación pertinente para la reclamación de reparación por vía administrativa y  que la entidad accionada le entregó comunicación de fecha 15 de septiembre de 2016 donde le comunicaron que le pagarían la indemnización sin que a  la fecha hubiera obtenido el pago. 

2.2.- Trámite 

Mediante auto del 28 de octubre  de octubre de 2016 se admitió la acción de tutela (fl.13), ordenando correr traslado a la entidad accionada y surtiéndose la notificación por el medio más expedito a la misma -correo de notificaciones judiciales- (fl.14).

2.3.- Del traslado de la acción de amparo.

A pesar de tener la oportunidad procesal, no descorrió el traslado; no obstante haber sido notificada en debida forma; por tanto, el Despacho de conformidad con el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, dará plena aplicación a la presunción de veracidad frente a los hechos y procederá a resolver de plano la acción.  

III. CONSIDERACIONES.

3.1. Competencia 

Este despacho es competente de conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la constitución política de Colombia y los Decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000.

3.2. Problema Jurídico.

Corresponde establecer sí al señor SEBASTIÁN VANEGAS CAMPOS se le ha vulnerado el derecho fundamental  a la igualdad,  vida digna y el mínimo vital, al no hacerle entrega efectiva de   la indemnización administrativa  que le asiste como víctima de  desplazamiento forzado?

3.3. Procedencia de la Demanda de Tutela 

3.3.1. Alegación de afectación de un derecho fundamental. 

El accionante considera que le han sido vulnerados sus derechos fundamentales a vivir libre de discriminación y violencia, vida digna, mínimo vital, integridad personal y derecho a la igualdad.
3.3.2. Legitimación activa. 

El señor SEBASTÍAN VANEGAS CAMPOS, está legitimado para solicitar el amparo de sus derechos fundamentales a vivir libre de discriminación y violencia, vida digna, mínimo vital, integridad personal y derecho a la igualdad, dado que ha sido reconocido  como víctima del conflicto armado. (fl. 1 a 7).

3.3.3. Legitimación pasiva. 

De acuerdo con el artículo 5 del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela podrá ser formulada por cualquier persona y será procedente contra toda acción u omisión de las autoridades públicas. Así, al ostentar dicha calidad, la Unidad Administrativa Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, resulta demandable en sede de tutela.

3. 3.4. Inmediatez.

En la medida en que a la parte actora a la fecha no le ha  sido pagada la indemnización  por desplazamiento forzado, a pesar de tener reconocida  la reparación integral; al haberse instaurado el pasado 27 de octubre de 2016 la presente acción de tutela, se infiere que la solicitud de amparo de sus derechos fundamentales fue realizada en un término razonable.

3.3.5. Subsidiaridad.

El artículo 86 de la Carta Política establece que la acción de tutela es el mecanismo idóneo para reclamar la protección de los derechos fundamentales cuando estos se encuentren amenazados o violados por la omisión o acción de las autoridades públicas o de los particulares. 

No obstante lo anterior, ésta sólo resulta procedente cuando no existen mecanismos judiciales que resulten efectivos para la protección de los derechos fundamentales, a no ser que se demuestre la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual procederá como mecanismo transitorio.
  Esto tiene como finalidad impedir que este mecanismo, que es excepcional, se convierta en principal.

El Despacho considera que el señor SEBASTIÁN VANEGAS CAMPOS, no cuenta con otros medios de defensa judicial, para garantizar la protección de los derechos fundamentales que considera vulnerados.

Así las cosas la petición de tutela es procedente.

3.4. DEL FONDO DEL ASUNTO: 

3.4.1. Del precedente jurisprudencial: 

a).- La procedibilidad de la acción de tutela en materia de desplazamiento forzado.

La  H. Corte Constitucional ha precisado que la acción de tutela es el mecanismo idóneo para proteger los derechos fundamentales de la población que se encuentra en situación de desplazamiento, argumentando que las condiciones especiales que sobrevienen a las personas víctimas de desplazamiento forzado hacen que otros mecanismos resulten ineficaces y no idóneos
; veamos: 

  

“La acción de tutela procede como mecanismo de protección de los derechos fundamentales de las personas en situación de desplazamiento forzado. En efecto, las personas que se encuentran en situación de desplazamiento gozan de un estatus constitucional especial que no puede simplemente tener un efecto retórico. En este sentido, la Constitución obliga a las autoridades a reconocer que se trata de una población especialmente protegida que se encuentra en una situación dramática por haber soportado cargas excepcionales y, cuya protección es urgente para la satisfacción de sus necesidades más apremiantes. En consecuencia, la Corte ha encontrado que resulta desproporcionado exigir el agotamiento previo de los recursos ordinarios como requisito para la procedencia de la acción.” 

b).- Indemnización por vía administrativa a las víctimas de la violencia en el marco del Decreto 1290 de 2008, la Ley 1448 de 2011 y el Decreto 4800 de 2011.
Mediante el Decreto 1290 de 2008 se creó un Programa de Reparación Individual por Vía Administrativa para las Víctimas de los Grupos Armados al Margen de la Ley, que estaba a cargo de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional –Acción Social, en dicho Decreto se establecía todo el  trámite que debían adelantar las personas interesadas en ser reparadas por vía administrativa, de ello se destaca que el Comité de Reparaciones Administrativas debía resolver la solicitud de reparación en el orden de recepción, para lo cual contaba con un término no mayor de dieciocho (18) meses, contados a partir de la fecha de radicación de la solicitud ante la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional-Acción Social. Contra dicha decisión procedía el recurso de reposición, como lo señalaba el parágrafo 1° del artículo 16.

No obstante se precisa que tal era el procedimiento correspondiente, porque el Decreto 1290 de 2008, fue expresamente derogado por el artículo Decreto 4800 del 2 de diciembre 2011 en los siguientes términos:

 “Artículo 297. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publicación, tendrá una vigencia de diez (10) años y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial, el Decreto 1290 de 2008 salvo para efectos de lo dispuesto en el artículo 155 del presente decreto.” 

Como puede apreciarse la norma transcrita del Decreto 4800 de 2011, que reglamenta la Ley 1448 de 2011, “por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones”, previó la derogatoria del Decreto 1290 de 2008, salvo en lo dispuesto por el artículo 155 del Decreto 4800 de 2011, que establece un régimen de transición bajo las siguientes condiciones:

“Artículo 155. Régimen de transición para solicitudes de indemnización por vía administrativa anteriores a la expedición del presente decreto. Las solicitudes de indemnización por vía administrativa formuladas en virtud del Decreto 1290 de 2008, que al momento de publicación del presente decreto no hayan sido resueltas por el Comité de Reparaciones Administrativas, se tendrán como solicitudes de inscripción en el Registro Único de Víctimas y deberá seguirse el procedimiento establecido en el presente decreto para la inclusión del o de los solicitantes en este Registro. Si el o los solicitantes ya se encontraren inscritos en el Registro Único de Población Desplazada, se seguirán los procedimientos establecidos en el presente decreto para la entrega de la indemnización administrativa”.

Si de la descripción de los hechos realizada en las solicitudes se desprende que los hechos victimizantes ocurrieron antes de 1985, pero cumplen con los requisitos para acceder a la indemnización administrativa en virtud del Decreto 1290 de 2008, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas no incluirá al o a los solicitantes en el Registro Único de Víctimas pero otorgará la indemnización administrativa. De esta situación se le informará oportunamente al o a los solicitantes
.
Parágrafo 1°. El o los solicitantes a los que se refiere el presente artículo tendrán derecho al pago de la indemnización administrativa de forma preferente y prioritaria, mediante la distribución y en los montos consignados en el Decreto 1290 de 2008, siempre que sean incluidos en el Registro Único de Víctimas, se encontraren inscritos en el Registro Único de Población Desplazada o se les reconociere la indemnización administrativa en los términos del inciso segundo.

Parágrafo 2°. Las solicitudes de indemnización por vía administrativa presentadas después de la promulgación de la Ley 1448 de 2011 en el marco de la Ley 418 de 1997, con sus respectivas prórrogas y modificaciones, se regirán por las reglas establecidas en el presente decreto.

Parágrafo 3°. Cuando sea necesario acopiar información o documentos adicionales para decidir sobre la solicitud de reparación por vía administrativa presentada en el marco del Decreto 1290 de 2008, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas deberá impulsar el trámite manteniendo el caso en estado de reserva técnica. Mientras una solicitud permanezca en estado de reserva técnica no se entenderá como decidida de manera definitiva.” 

Del mismo modo debe tenerse en cuenta que con ocasión a la Ley 1448 de 2011, se crearon nuevas entidades y se redistribuyeron las competencias relativas a la atención integral a las víctimas, dentro de las cuales se destacan las relativas al estudio de las solicitudes de reparación administrativa, en cabeza de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas (artículo 166 ibídem), con personería jurídica y autonomía administrativa y patrimonial, asumiendo las competencias de coordinación señaladas en las Leyes 387, 418 de 1997, 975 de 2005, 1190 de 2008, y en las demás normas que regulen la coordinación de políticas encaminadas a satisfacer los derechos a la verdad, justicia y reparación de las víctimas. Asimismo a la referida unidad se le asignaron en materia de reparación otras competencias señaladas en el artículo 168 Ley 1448 de 2011. 

De igual manera el artículo 164 de la Ley 1448 de 2011, conformó el Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación a las Víctimas, como la máxima instancia de decisión del Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas (artículo 164 ley 1448 de 2011), con el objeto de materializar los derechos a la verdad, la justicia y la reparación integral, y bajo tal condición según lo previsto en el parágrafo segundo del artículo 132 de la misma ley, es el encargado de revisar, por solicitud debidamente sustentada del Ministro de Defensa, el Procurador General de la Nación o el Defensor del Pueblo, las decisiones que conceden la indemnización por vía administrativa, y de establecer los criterios y lineamientos que deberán seguir las demás autoridades administrativas a la hora de decidir acerca de una solicitud de tal naturaleza.
Se destaca la creación de las anteriores entidades, en particular de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas y el Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación a las Víctimas, porque de conformidad con los artículos 146 a 162  Decreto 4800 de 2011, son quienes se pronuncian sobre las solicitudes de reparación administrativa.

Por su parte el Decreto 1377 de 2014 reglamentó parcialmente el artículo 132 de la Ley 1448 de 2011 y modificó el artículo 159 del Decreto 4800 de 2011 en lo concerniente a la medida de indemnización a las víctimas de desplazamiento forzado, resultando relevante citar los siguientes cánones normativos:
“…Artículo 4. Planes de Atención, Asistencia y Reparación Integral. Con el fin de determinar las medidas de reparación aplicables, se formulará de manera conjunta con el núcleo familiar, un Plan de Atención, Asistencia y Reparación Integral PAARI. A través de este instrumento se determinará el estado actual del núcleo familiar y las medidas de reparación aplicables. 

Los Planes de Atención, Asistencia y Reparación Integral -PAARI-contemplarán las medidas aplicables a los miembros de cada núcleo familiar, así como las entidades competentes para ofrecer dichas medidas en materia de restitución, rehabilitación, indemnización, satisfacción y garantías de no repetición, de acuerdo a las competencias establecidas en la Ley 1448 de 2011 y normas reglamentarias.

Artículo 5. Acceso priorizado a la Ruta de Reparación. La ruta de reparación para las víctimas de desplazamiento forzado inicia cuando la víctima voluntariamente comienza su proceso de retorno o reubicación en un lugar distinto al de expulsión, incluyendo la reubicación en el lugar de recepción; o cuando se cumplen las condiciones descritas en los numerales 2 y 3 del artículo 7 del presente Decreto. 

(…)

Artículo 9. Distribución de la indemnización. La indemnización se distribuirá por partes iguales entre los miembros del núcleo familiar víctima de desplazamiento forzado incluidos en el Registro Único de Víctimas -RUV. 

Artículo 10. Límites de montos de indemnización por víctima. Si respecto de una ,misma víctima concurre más de una violación de aquellas establecidas en el artículo 3 de la Ley 1448 de 2011, ésta tendrá derecho a que el monto de la indemnización administrativa se acumule hasta un monto máximo de cuarenta (40) smlmv. Se verificará el cumplimiento de este tope por cada miembro del núcleo familiar que recibe indemnización administrativa por desplazamiento forzado. En consecuencia:

1. Si un miembro del núcleo familiar víctima ha recibido indemnización por otros hechos victimizantes por un monto total igual a 40 smlmv se aplicará lo dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 149 del Decreto 4800 de 2011, por consiguiente no recibirá indemnización adicional y el porcentaje que le correspondía será distribuido entre los demás miembros del núcleo familiar víctima. 

2. Si un miembro del núcleo familiar ha recibido indemnización por otros hechos victimizantes por un monto inferior a 40 smlmv, recibirá el porcentaje correspondiente al hecho victimizante de desplazamiento forzado sin superar los 40 smlmv vigentes por persona, y el resto será distribuido entre los demás miembros del núcleo familiar víctima…” 

c).- Los derechos fundamentales a la vida digna, mínimo vital e igualdad de las personas en situación de desplazamiento forzado.

La Corte Constitucional en Sentencia T-025 de 2004 estudió detalladamente cuáles son los  derechos fundamentales de los desplazados en virtud del conflicto armado, entre ellos:

1. El derecho a la vida en condiciones de dignidad dadas (i) las circunstancias infrahumanas asociadas a su movilización y a su permanencia en el lugar provisional de llegada, y (ii) los frecuentes riesgos que amenazan directamente su supervivencia.[31] Los Principios Rectores del Desplazamiento Forzado que contribuyen a la interpretación de este derecho en el contexto del desplazamiento forzado interno son los Principios 1, 8, 10 y 13, que se refieren, entre otras cosas, a la protección contra el genocidio, las ejecuciones sumarias y prácticas contrarias al derecho internacional humanitario que pongan en riesgo la vida de la población desplazada.

      (…)

12. El derecho a una alimentación mínima[45], que resulta insatisfecho en un gran número de casos por los altísimos niveles de pobreza extrema a los que llegan numerosas personas desplazadas, que les impiden satisfacer sus necesidades biológicas más esenciales y repercuten, por ende, sobre el disfrute cabal de todos sus demás derechos fundamentales, en particular sobre los derechos a la vida, a la integridad personal y a la salud. Ello es especialmente grave cuando el afectado es un menor de edad. Para la interpretación del alcance de este derecho son pertinentes los Principios 1 a 3, 18 y 24 a 27, relativos al nivel de vida adecuado que se debe garantizar a la población desplazada y a la asistencia humanitaria.

(…)

17. El derecho a la igualdad[51], dado que (i) a pesar de que la única circunstancia que diferencia a la población desplazada de los demás habitantes del territorio colombiano es precisamente su situación de desplazamiento, en virtud de ésta condición se ven expuestos a todas las violaciones de los derechos fundamentales que se acaban de reseñar, y también a discriminación y (ii) en no pocas oportunidades, el hecho del desplazamiento se produce por la pertenencia de la persona afectada a determinada agrupación o comunidad a la cual se le atribuye cierta orientación respecto de los actores en el conflicto armado y por sus opiniones políticas, criterios todos proscritos como factores de diferenciación por el artículo 13 de la Carta. Lo anterior no excluye, como se ha visto, la adopción de medidas de acción afirmativa a favor de quienes se encuentren en condiciones de desplazamiento, lo cual de hecho constituye una de las principales obligaciones reconocidas por la jurisprudencia constitucional en cabeza del Estado.[52] Los alcances de este derecho han sido definidos por los Principios 1 a 4, 6, 9 y 22, que prohíben la discriminación a la población desplazada, recomiendan la adopción de medidas afirmativas a favor de grupos especiales dentro de la población desplazada y resaltan la importancia de que a los desplazados se les garantice un trato igualitario.
3.5. DEL CASO CONCRETO 

La parte actora considera que la entidad accionada vulnera sus derechos fundamentales toda vez que  aún no le han efectuado el pago de la indemnización administrativa  a la que considera tener derecho.

Sea lo primero advertir que la indemnización administrativa ha sido concebida como una forma de resarcir los daños y perjuicios que han tenido que soportar las víctimas de la violencia, contemplándose como un complemento para la dignificación de las víctimas y la vinculación de éstas en programas y esquemas de inclusión social, no obstante ha de tenerse en cuenta que estos beneficios otorgados por el Estado Colombiano son de carácter voluntario del mismo Estado y su autorización dependen de la acreditación y valoración de los hechos en cada caso particular.

En principio se tiene que el juez Constitucional no es competente para ordenar entregas inmediatas de los beneficios que en razón del conflicto armado tienen las víctimas, salvo algunas excepciones, partiendo del hecho de que con tal decisión se podría ver vulnerado el sistema interno de la entidad, y los procedimientos administrativos de los que dispone la misma para la entrega de la Reparación Administrativa de acuerdo a la urgencia que reporta cada hogar que la solicita; además de la posible afectación al principio de igualdad del que gozan todas las personas que acuden en busca de garantías por parte del Estado, siempre y cuando su caso no presente particularidades que ameriten  la protección inmediata de su derecho.

En relación con la reclamación de la prerrogativa a la cual considera tener derecho el actor, de las pruebas allegadas se tiene que   la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS en comunicación  con radicación 201672035890451
 dando respuesta al derecho de petición del señor SEBASTÍAN VANEGAS CAMPOS  informándole  que:  “…solo es posible a la Unidad para las Víctimas, asignar un turno para otorgar la indemnización para el 30 de octubre de 2019 bajo el turno GAC-191030.0683, toda vez que el pago de la indemnización administrativa prioritario está supeditado a la verificación de los criterios de priorización”
En ese sentido el despacho evidencia que si bien es cierto las personas en situación de desplazamiento forzado cuentan con una garantía especial según la cual la cual el Estado debe propender por otorgarles una atención integral,   la entidad accionada no vulneró los derechos fundamentales a la vida digna, mínimo vital e igualdad del accionante, está acreditado que  la entidad accionada ya le informó la fecha en que le será entregada la indemnización, no se observa el acontecer de alguna circunstancia excepcional  del accionante frente a los demás desplazados que amerite  que sea priorizado  en forma urgente para la entrega de la indemnización, por este motivo no puede afirmarse que exista una omisión de parte de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS que vulnere o amenace los derechos que reclama el accionante, particularmente respecto el derecho a la igualdad no se allegó ningún elemento que permita ejercer una comparación en idénticos presupuestos fácticos, no se acreditó una situación de urgencia que permitiera al juez constitucional ordenar la alteración del turno asignado, no se infiere un criterio de desigualdad frente a otras personas que son víctimas de desplazamiento forzado que haga excepcionalmente procedente la acción de tutela. 
En virtud de lo anterior, no se amparará los derechos fundamentales del actor. No obstante exhortará a la entidad accionada, para que en el evento que se acredite que  el accionante se encuentra en  situación de  ser priorizado  de urgencia, se debe asignar un turno para la entrega de la indemnización administrativa  a la mayor brevedad posible. 

 
4. DECISIÓN: 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Neiva, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

F A L L A:

PRIMERO: DENEGAR la acción de tutela incoada por Sebastián Vanegas Campos, contra la Unidad Administrativa Especial  para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, conforme a las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia, en consecuencia NO SE CONCEDE el amparo solicitado.
SEGUNDO: EXHORTAR  a la Unidad Administrativa Especial  para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, que en el evento que se acredite que  el accionante  Sebastián Vanegas Campos se encuentre en  situación de  ser priorizado  de urgencia, se debe asignar un turno para la entrega de la indemnización administrativa a la mayor brevedad posible e informar a este Despacho sobre el trámite dado.
TERCERO: COMUNICAR Esta decisión a las partes en los términos del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: Si la presente decisión no fuere impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. (Art. 31 Decreto 2591). Una vez recibidas las presentes diligencias de la Corte Constitucional, archívense en forma inmediata. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Original firmado
EYLEN GENITH SALAZAR CUÉLLAR 

Juez

CE
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� Sentencia T-821 de 2007. MP (E): Dra. Catalina Botero Marino.


� Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda – Subsección "B" Consejero Ponente: Dr. Gerardo Arenas Monsalve Bogotá, D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil doce (2012). Expediente: No. 25000-23-24-000-2012-00069-01 Referencia: 00069-01 Actor: Guillermo León Trujillo).
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